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PRESIDE: Señor Representante Sergio Botana. 
MIEMBROS: Señores Representantes Juan José Domínguez, Cosme David Doti y Julio Fernández. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Eduardo Brenta, José Carlos Mahía y Jaime Mario Trobo. 


ASISTEN: Señores Representantes Oscar Echevarría, Liliám Kechichián, Fernando Longo, Hermes 
Toledo y Roque Arregui. 


INVITADOS: Señor Ministro de Transporte y Obras Públicas, Víctor Rossi. 


SEÑOR PRESIDENTE (Botana).- Agradecemos al señor Ministro que respondiera con tanta celeridad 
a la invitación. Es un placer tenerlo por aquí. La idea de la Comisión es la de trabajar sobre los temas 
que fueron planteados, formularle otras inquietudes y escuchar una breve reseña de las políticas 
generales que en materia de transporte y obras públicas el Ministerio va a llevar adelante. 


Nos gustaría establecer un régimen de trabajo compartido entre esta Comisión, el Parlamento en general, y el 
Ministerio, el Poder Ejecutivo, de modo de poder construir en este período de Gobierno obras y políticas de 
transporte para nuestra gente. 


Antes de dar la palabra al señor Ministro quiero dar la bienvenida al señor Diputado Brenta, quien integra 
esta Comisión como delegado de sector. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Es un gusto estar en esta Comisión, 
en la que realicé parte de mi trabajo en la Legislatura anterior. Auguro al señor Presidente y a sus 
integrantes, no un resultado como el del período anterior -siempre son discutibles los resultados-, pero 
sí la comunicación, una forma de relacionamiento similar, que fue muy satisfactoria y que permitió que 
se abordaran temas incómodos con mucha comodidad. 


Es un gusto reencontrarme con los funcionarios que nos apoyan, en particular con la Secretaria Beatriz 
Guadalupe, que es el alma del cuadro, y sin ellos sería imposible cumplir la función. 


En realidad, no respondí rápidamente por mérito propio, sino porque cuando me invitaron sugirieron una 
fecha y una hora y me pareció que en la medida de lo posible debía colaborar con el trabajo de la Comisión, 
aceptándola. También es cierto que me sugirieron temas concretos, por lo que mi asistencia se justificaba en 
un plazo perentorio. Preferiría reservar otra fecha para más adelante, a fin de abordar con la Comisión los 
temas de un modo más preciso de lo que podemos hacerlo en un informe para la circulación pública y la 
prensa. La definición de los planes y los objetivos están muy relacionados con las resoluciones del 
Presupuesto. Por lo tanto, me gustaría tener más tiempo para trabajar a nivel del Gobierno y, en particular, del 
Ministerio, en las definiciones presupuestales, a fin de poder expresar aquí nuestras prioridades. 


No obstante, responderemos con mucho gusto las preguntas de los legisladores, pero reitero que sería 
conveniente realizar un abordaje general más adelante. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- A fin de que el señor Ministro se quede tranquilo, quiero aclarar que 
pensábamos abordar los temas de la misma manera. La convocatoria era concreta. La introducción 
que está haciendo el señor Ministro va en nuestro mismo sentido, ya que solo queremos tener una idea 
general acerca de cómo vamos a trabajar. Estamos preparando un cúmulo de preguntas para formular 
al señor Ministro en una próxima convocatoria. No obstante, hoy vamos a formular alguna pregunta 
pequeña, que inclusive podríamos plantear fuera de la sesión. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Me alegra estar en la sintonía de la 
Comisión y estamos a la orden de sus integrantes para responder preguntas, pequeñas o no. 


Tenemos previsto disponer un funcionario -si no entienden lo contrario- que sea un nexo permanente con las 
Comisiones del Senado y de la Cámara. Vamos a seleccionar un funcionario que tenga la formación que le 
permita abordar la pluralidad de demandas y de frentes que aquí se puedan plantear y que nos ayude a 
mantener una comunicación más directa y fluida, no solo con los legisladores -quienes pueden recurrir al 
Ministerio-, sino con sus secretarios y con los integrantes de la Comisión. Por esta vía se podrán canalizar las 
inquietudes y las preguntas, mantener un relacionamiento más directo y evitar las confusiones que a veces se 
generan cuando se interrumpen los diálogos en algún punto. Si designamos a uno o a dos funcionarios para 
trabajar con el Senado y la Cámara de Diputados, vamos a lograr un canal por el que se pueda fluir. 


En cuanto a los temas motivo de la convocatoria, creo que es relativamente sencillo abordarlos en este 
momento. Uno de ellos tiene que ver con los anuncios hechos por el señor Presidente de la República en 
cuanto a la bonificación del boleto de estudiante. La convocatoria hacía referencia, fundamentalmente, a los 
estudiantes de la zona rural. 


El otro tema tiene que ver con la marcha de la concesión de la Ruta N* 1 y las iniciativas anunciadas por el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


Si no les parece mal, quiero hacer un pedido a los integrantes de la Comisión, que luego evaluarán, y que 
tiene que ver con el transporte profesional de carga, la zafra y las situaciones que se generan como 
consecuencia del esfuerzo lógico, legítimo y necesario de regular esta actividad y hacerla formal, teniendo en 
cuenta los rezagos, los retrasos que siempre aparecen y que necesitan un tratamiento especial. Queremos 
pedir a la Comisión que nos ayude a realizar ese trabajo, a fin de resolver algunas situaciones y preparar las 


medidas que tendrían que incluirse en este Presupuesto para no fallar, ya que estos temas los tratamos 
anteriormente pero el sector sigue manteniendo determinados desfases y rengueras. 


En primer lugar, me voy a referir al boleto estudiantil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este caso, la Comisión tiene inquietudes que van más allá del tema del 
boleto. Nos estamos refiriendo al transporte de los estudiantes de las zonas rurales. La iniciativa se 
limitó a la bonificación de los boletos, pero si no me equivoco es intención de la Comisión abordar el 
tema en general. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- No puedo hacerlo, por lo siguiente. 
Creo que el tema del transporte del estudiante rural es muy importante, pero no depende 
exclusivamente del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Por lo tanto, no estoy en condiciones de 
analizarlo, sino que deberíamos hacer un esfuerzo para tratar de ver cómo se complementan -en la 
realidad, se complementan- las competencias que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas debe 
tener en algunas zonas con el rol que juegan las Intendencias Municipales -que es muy importante en 
muchos casos- y con el papel que cumple el Consejo de Enseñanza, que ha dispuesto -no desde ahora, 
sino desde hace mucho tiempo- servicios especiales de transporte, inclusive contratados - 
aparentemente, por lo que conozco- por sus propias autoridades. 


SEÑOR MAHÍA.- El tema es bien importante, tal como hemos visto en los últimos diez años a partir 
de la reforma iniciada por el profesor Rama en 1996. 


El transporte escolar en el área rural fue realizado en su mayoría por la ANEP con la compra y utilización de 
los llamados buses amarillos, que bajo una concepción de educación que se desarrolló en la administración 
Rama -que fue bastante polémica- suponía trasladar a estudiantes del área rural al centro urbano más cercano. 
Esto ha tenido dificultades operativas en Uruguay en su conjunto cuando, por ejemplo, se rompía el bus. 
Recuerdo una intervención del señor Diputado Arregui en la que mencionó que eso ocurrió en Soriano, en la 
escuela de Cuchilla del Perdido, y que llevó muchos meses solucionarlo; se trató de la rotura de determinada 
cuestión mecánica que, por distintas situaciones burocráticas, no se solucionaba. Tan es así, que durante 
muchos meses los estudiantes no pudieron concurrir a sus centros de estudio. 


Si bien -como dice el señor Ministro- el Ministerio puede tener parte de competencia en esto, hasta el día de 
hoy ha sido una potestad muy directa de la ANEP en cuanto a su puesta en marcha a través de convenios, en 
algunos casos con intendencias del interior y, en otros, mediante diferentes soluciones. 


Por lo tanto, creo que por ese lado se podría abordar este tema en esta instancia; en el futuro presupuesto se 
podrá ver otras posibilidades, pero hasta ahora ha sido así. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Este es un tema que se da en Rivera, pero también en todos los 
departamentos del interior del país. 


La forma de transportar estudiantes es muy variada y la financiación a veces la realiza el CODICEN. 


Por ejemplo, en la Escuela Agraria de Minas de Corrales hay un ómnibus y un chofer, pero no se tiene dinero 
para el combustible; se trata de una situación pequeña, pero es un problema a resolver. En San Luis, 
departamento de Rivera, hay 15 niños que son transportados por un contrato que hizo Primaria con un 
empresario. Como el empresario ahora pide una cifra imposible de pagar, esos 15 niños están impedidos de ir 
a la escuela, que queda a 20 kilómetros de donde residen. Es decir, hay una realidad variada. 


Hay treinta muchachos de Cerro Pelado, Rivera, que asisten a un liceo rural que tiene 150 estudiantes; 
algunos asisten de zonas rurales cercanas y, otros, de zonas alejadas. Se contrató a una empresa de ómnibus - 
fundamentalmente el CODICEN realizaba el aporte para abaratar el costo del pasaje-, pero se atrasaron en los 
pagos, no se le pagó buena parte del año 2003, del año 2004 no se le pagó casi nada y en el año 2005 la 
empresa se resistió a llevar a los muchachos, lo que implicaba liquidar el liceo de Cerro Pelado. Por amistad 
con el dueño de la empresa, pudimos solicitarle que igual transportara a los muchachos porque, de alguna 
manera, buscaríamos salida a esta situación para que una cantidad enorme de jóvenes no dejara de estudiar. 


En nuestras recorridas por el departamento, visitando casas, hemos encontrado en La Calera, por ejemplo, a 
cantidad de muchachos que dijeron que tuvieron que dejar de estudiar porque no podían pagar el boleto, 
gente que tenía que trasladarse 25 kilómetros hacia Minas de Corrales. Tenemos preocupación porque este 
año ya empezó y debemos buscar una solución rápida a esta situación entre todos: entre el Municipio, los 
organismos de enseñanza y el Ministerio; se habló de que el Plan de Emergencia también podía dar una mano 
en este aspecto para buscar alguna salida a efectos de que nuestros niños y jóvenes -es el deseo de todos 
nosotros- puedan seguir concurriendo a los centros de enseñanza. 


Esa era la preocupación que nos llevó a realizar este planteamiento en la Comisión e invitar al señor 
Ministro. Sabemos que está preocupado por este tema, como es lógico, por lo que podemos buscar algún tipo 
de salida entre todos para ayudar a los muchachos a continuar con sus estudios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero que tratemos este tema con la mayor celeridad para poder ingresar 
al segundo y tercer tema, que está planteando el señor Ministro como de su interés, que es de altísima 
importancia. 


El señor Ministro nos estaba diciendo que tiene la solución para la primera parte del planteamiento y que 
puede recibir la inquietud que le estamos trasmitiendo que, como bien decía el señor Diputado Fernández, se 
reproduce a lo largo y ancho de todos nuestros departamentos de manera importante. Hay muchos jóvenes 
que han visto frustrada su posibilidad de estudiar o que lo hacen con muchas interrupciones; podemos hacer 
una descripción de eso con relación al departamento de Cerro Largo; el señor Diputado Fernández, quien ha 
dicho algo al respecto, del departamento de Rivera; el señor Diputado Arregui seguramente puede hablarnos 
de Soriano, y los señores Diputados Doti Genta y Domínguez podrían hablar largamente de los problemas 
que hay en Paysandú sobre este particular. 


Entonces, sería bueno que abordáramos este tema en dos partes: la posibilidad de obtener boletos para los 
muchachos donde ya existen líneas de ómnibus, y la posibilidad de instrumentar la previsión de medios de 
transporte para que puedan concurrir a clase. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Si se me permite, voy a decir cuál es 
la visión que tenemos sobre este tema que, por otra parte, lo conocemos desde los dos lados del 
mostrador. 


En primer lugar, el 1” de marzo el Presidente de la República -se hace referencia a ese anuncio en la 
convocatoria- habló de extender las bonificaciones en el transporte de estudiantes del área metropolitana y 
gradualmente al resto del país. En eso estamos trabajando desde el 1% de marzo. No obstante, como ustedes 
entenderán, esto significa una modificación en la estructura de ingresos de las empresas. La experiencia que 
nosotros tenemos en Montevideo indica que esto no es gratis. 


En Montevideo existe un sistema de bonificaciones que implica un respaldo por parte de la Intendencia 
Municipal, que aporta la diferencia entre el precio del boleto que no se paga o que se paga bonificado, de 
modo de que no resienta la recaudación de las empresas, porque de lo contrario lo que se bonifica por un 
lado, aumenta el costo de lo que tiene que pagar el pasajero común, que normalmente es el que va en 
ómnibus a trabajar y, por lo tanto, saca de su jornal el precio de ese incremento. 


Este es un tema delicado, porque en este momento la relación que hay entre los ingresos promedio de la 
población -sobre todo de la población trabajadora- y el precio de los boletos, en general es complicada. 
Nosotros decimos que tal vez la discusión no radica en si el boleto es caro o barato; la realidad es que el 
bolsillo del usuario está demasiado vacío para las exigencias del boleto. 


Esta es una preocupación general. No obstante ello, seguimos trabajando para ver qué mecanismos 
encontramos, qué implica eso, qué financiación adicional encontramos, a efectos de ver dónde incorporamos 
a la ecuación del transporte lo que de alguna manera se otorga como bonificación a los estudiantes, porque es 
la única manera de poder llevarlo adelante y sostenerlo en el tiempo, como se ha logrado sostener por quince 
años en el caso de Montevideo. 


En segundo término, quiero señalar que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas está dispuesto, por 
cierto, a participar; no piensa lavarse las manos. Somos parte de este país y queremos soluciones para él. No 


obstante, aunque pudiéramos avanzar en la bonificación de boletos, primero en el área metropolitana y 
gradualmente en el resto del país, no estaríamos resolviendo los problemas de transporte de estudiantes en 
determinadas zonas rurales. ¿Por qué? Porque hay zonas en las que no está previsto que pasen servicios de 
transporte que dependan del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, y en algunos casos me animaría a 
decir que no sería razonable pensar en líneas de transporte interdepartamentales, internacionales -que son las 
que maneja el Ministerio de Transporte y Obras Públicas-, para resolver este problema. Si acaso, estos temas 
tienen que ver con la realidad municipal o con la realidad de la enseñanza, que hay que atender. 


Por eso digo que no me considero ajeno; estamos dispuestos a abordarlo, pero aunque bonificáramos el 
boleto, el tema estaría planteado -en muchos de los casos que debe haber en distintos rincones del país-, 
como lo hizo el señor Diputado Fernández. ¿Por qué? Porque hay una historia, que me da la impresión de que 
brevemente podremos refrescar. 


Cuando se suspendieron los servicios del ferrocarril en diciembre de 1987, quedaron sin transporte 
muchísimas poblaciones del país -acá hay algunos Diputados que deben haber vivido la experiencia- y 
también sectores de estudiantes. Como consecuencia de ello, en aquel entonces muchas de las estaciones que 
quedaron aisladas resolvieron el problema con el otorgamiento de líneas regulares que procuraron cumplir 
servicios; en algunos casos, todavía se mantienen esas líneas y han mejorado, pero en otros las líneas 
desaparecieron. 


En aquellos lugares donde no se justificaba la llegada de una línea regular, hubo acuerdos para resolver el 
traslado de los estudiantes -no solo de estudiantes, sino también de funcionarios públicos y demás-, poniendo 
ómnibus contratados especialmente para cumplir el traslado de esa frecuencia. 


El tiempo pasó y vino otra etapa en la que para racionalizar el sistema de enseñanza, según se promovía, se 
eliminó una serie de establecimientos, de escuelas rurales, y en ese momento apareció una segunda tanda de 
necesidades, que era el traslado de estudiantes y escolares de determinadas zonas a los centros poblados 
donde se volcaban. En alguna oportunidad, nosotros recibimos a las autoridades de la enseñanza para 
explicarnos cuáles eran las dificultades que se generaban, porque a veces las soluciones se lograban con 
empresas regulares que tenían un ómnibus para sustituir en caso de rotura, pero otras se hacían mediante un 
vecino que tenía exclusivamente un ómnibus y cuando se rompía, no había con qué llevar a los estudiantes. 
El CODICEN hacía esas contrataciones y muchas veces se produjeron interrupciones de quince o más días, 
porque el ómnibus no se arreglaba o no había posibilidades de repararlo. 


SEÑOR ARREGULI.- O durante seis meses. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- En ese caso, sabemos que distintas 
Intendencias Municipales -tal vez todas- participan de alguna manera para dar regularidad a estos 
servicios, lo que a veces se le hacía difícil al CODICEN. Entonces, las Intendencias Municipales 
tomaron algunas de estas actividades en sus manos, y de hecho me consta que en algunos 
departamentos estos servicios, que de alguna manera son de tipo social más que de transporte, los 
siguen asumiendo las Intendencias Municipales. 


Por cierto, reiteramos que no tenemos inconveniente en trabajar con estos institutos para ver cómo podemos 
encontrar la mejor forma de contribuir a un problema que es típicamente del transporte, pero en lo que tiene 
que ver con el Ministerio, estamos dispuestos a colaborar. Sí tenemos que ser cuidadosos en no asumir 
responsabilidades, competencias que, por un lado, no sé si podríamos atender y, por otro, no corresponde 
atender. Creo que puede ser una iniciativa que se reúna a los organismos que hasta el momento percibimos 
que pueden tener responsabilidad en el tema para empezar a ver qué solución se puede adoptar, quizás 
apuntando a una solución más firme y definitiva y no a una tan precaria como la de algunos casos que se han 
mencionado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión no desconoce la competencia de los organismos de enseñanza y 
la necesidad de acción por parte de las Intendencias, y así lo discutió antes de convocar al señor 
Ministro. De cualquier modo, nos parece importante contar con su disposición para trabajar sobre el 
tema en las zonas rurales y que ya se estén instrumentando los pasos con la mayor celeridad para que 
se extienda el área metropolitana y posteriormente a las zonas rurales. 


SEÑOR TROBO.- En primer lugar, agradezco la presencia del señor Ministro. 


Las preguntas que quiero formular son las siguientes. Primero: ¿qué plazo se ha fijado el Ministerio para 
poner en práctica esta cuestión vinculada con el boleto de estudiante en la zona metropolitana? Segundo: ¿ya 
se han hecho gestiones con el CODICEN para empezar a conversar sobre este tema del cual el señor Ministro 
nos dio alguna pauta de cuáles son sus ideas generales? 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- No nos hemos puesto en contacto 
con el CODICEN porque creemos que no somos nosotros quienes tenemos que tomar la iniciativa en 
algo que, reitero, no es de nuestra competencia. 


Con mucho gusto concurrimos a este ámbito y lo haremos cuando nos inviten a conversar sobre estos temas 
que no nos resultan ajenos, pero no vamos a tomar la iniciativa en ellos porque no nos gustaría que la tomara 
otro Ministerio sobre algo que es de nuestra competencia. De todos modos, nosotros estamos a la orden. 


En lo que tiene que ver con los plazos, aprovecho la oportunidad para darles a conocer una primicia no 
agradable relativa a la pregunta del señor Diputado y es que el 10 de abril aumenta el precio del boleto. No 
era mi intención que esto sucediera. De acuerdo con la resolución este aumento será del entorno del 2 y 
fracción por ciento. Hay una leve variación entre el boleto interdepartamental y el suburbano. En los 
Resultados de la resolución se hace referencia a que uno de los temas que nos hemos planteado desde que 
llegamos al Ministerio es la revisión del sistema tarifario. No compartimos la estructura tarifaria que se 
utiliza a nivel del sector interdepartamental y suburbano. Creemos que hay algunos elementos que se 
manejaban con referencias muy subjetivas. Somos partidarios de que existan fórmulas paramétricas más 
rígidas en cuanto a sus componentes y en cuanto a su distribución en los costos que luego dan lugar al precio 
del boleto. Para nosotros es muy importante la revisión de toda esa estructura tarifaria para luego conocer 
cuales son las necesidades y las posibilidades de disponer los recursos necesarios para poner en marcha esas 
bonificaciones. 


De cualquier forma, en lo que tiene que ver con el área metropolitana, esto es algo que queremos tener 
resuelto para la fecha de presentación del Presupuesto. Resuelto este primer paso lo demás puede ser más 
sencillo. En este momento estamos revisando toda la estructura de costos, que tiene cierta complejidad en el 
transporte interdepartamental porque no solo los componentes son diversos sino porque también las 
realidades para fijar el precio de las tarifas son distintas y tiene que reconocerse los servicios que se brindan; 
si bien todos hacen lo mismo, son distancias diferentes, porcentajes de ocupación diferentes y entonces hay 
que hacer una ecuación que cierre en general. 


SEÑOR DOTTI GENTA.- Agradezco al señor Ministro que haya venido rápidamente ante nuestro 
requerimiento. 


Entiendo perfectamente lo que el señor Ministro expresa en cuanto a que este no solo es un problema del 
Ministerio -no es responsabilidad únicamente del Ministerio, más allá de que tenga algún tipo de 
competencia- sino también del CODICEN. Las Intendencias son la primera puerta que golpean los vecinos - 
será porque uno estuvo en la Intendencia en la década del 90- y por lo tanto siempre tienen que estar 
apoyando. Como dice el señor Ministro, será cuestión de que lo llamen las autoridades del CODICEN para 
ver como se puede realizar esa bonificación. 


También quiero decir que en Paysandú el único ómnibus amarillo que hubo circuló en 1992; creo que fue 
donado por Acción Solidaria para Piedras Coloradas, Puntas de Arroyo Negro, La Tentación y Orgoroso. Lo 
que sí había era un aporte de los vecinos, de las Intendencias de Paysandú y de Salto y del CODICEN - 
precisamente de Secundaria- para algunos lugares del norte del departamento de Paysandú -San Mauricio, 
Bella Vista-, para que doce estudiantes en una combi particular fueran hasta Salto, viviendo en Paysandú. 


Con todo respeto, digo que siempre voy a tener la siguiente preocupación -será porque soy del interior; no lo 
dijo este Presidente sino que ha pasado siempre en este país-: ¿por qué primero arreglamos el área 
metropolitana de Montevideo y después el del interior? Siempre podrá haber explicaciones pero ese es el 
sabor que nos queda a los que venimos del interior y quizás los diputados del interior entiendan esto que voy 
a decir. El maestro Fernández trajo el tema de aquellos niños y jóvenes que no pueden ir al liceo porque no 


tienen para pagar el boleto y también en esto vemos que siempre está Montevideo, por más que tenga un 
millón y medio de habitantes. Por eso es que a veces esto nos deja ese sabor amargo, esa tristeza, más allá de 
que en este caso el Ministerio pueda tener más facilidad para solucionar temas en el área metropolitana, pero 
siempre queda el interior para después. 


Esos eran los comentarios sobre este asunto; creo que no son temas fáciles porque si así lo fueran no 
hubiéramos convocado al señor Ministro. Sé que tiene una muy buena disposición porque además, como él 
estuvo de este lado del mostrador -él mismo lo decía- entiende muchas cosas y tiene experiencia. Si no me 
equivoco, cuando estuve por primera vez en la Intendencia de Paysandú, en el período 1990-1995, él estuvo 
en la Intendencia de Montevideo, trabajando precisamente en esta temática. 


SEÑOR BRENTA.- Nosotros también damos la bienvenida al señor Ministro. 


Voy a hacer dos o tres consideraciones muy breves sobre este tema. 


Por un lado, comparto la visión del señor Ministro en cuanto a las responsabilidades en materia de asegurar el 
acceso a los distintos niveles en la educación de los estudiantes. Efectivamente, esto es competencia del 
Ministerio de Educación y Cultura, más allá de que uno detecta, como en tantas otras áreas, que existe un 
cúmulo de políticas o de medidas superpuestas, contrapuestas, que muchas veces terminan generando una 
dilapidación de recursos que podría solucionarse por la vía de la coordinación de los esfuerzos de las distintas 
áreas: Intendencias Municipales y Gobierno Nacional. Efectivamente, se podrían encontrar soluciones para 
los lugares donde existen medios de transporte, y donde el precio del boleto se constituya en una limitante 
para el estudiante en cuanto a poder acceder a la educación. Me parece que este es el camino que hay que 
recorrer, es decir, el de la coordinación de esfuerzos, donde no solamente el Gobierno Nacional deberá 
asumir su responsabilidad sino también los Gobiernos municipales que efectivamente tienen competencia en 
lo que refiere al transporte de carácter departamental 


Por otra parte, voy a hacer una consideración sobre el tema de las prioridades. En realidad, Montevideo no ha 
estado primero, por lo menos en la consideración del Gobierno Nacional, hasta el período pasado. El 
problema de Montevideo lo resolvió la Intendencia de Montevideo y no el Gobierno Nacional. Por lo tanto 
los recursos -a los que el señor Ministro hacía referencia recién- que se destinan al subsidio del precio del 
boleto de los estudiantes de Secundaria y universitarios, que han resuelto el acceso a la educación en el 
departamento de Montevideo, no son fondos provenientes del Gobierno Nacional sino del Gobierno 
municipal de Montevideo. Es más, en algún momento, con Ediles de todos los partidos, de toda el área 
metropolitana, acercamos a las Comisiones de Educación y Cultura y de Transporte, Comunicaciones y 
Obras Públicas de esta Cámara una serie de propuestas que tendieran a lo que el señor Presidente de la 
República manifestó en su discurso de 1” de marzo. Se trata de la posibilidad de extender este beneficio por 
distintas vías, en principio al área metropolitana porque es donde sin duda existe la mayor concentración de 
población y donde este asunto se constituye en un serio problema, y luego al resto del país, donde se combina 
la dificultad desde el punto de vista económico con la ausencia del transporte en muchas zonas, sobre todo en 
el Uruguay más profundo. Me parece que este es el camino de coordinación entre las distintas áreas, y que 
cada uno asuma su responsabilidad. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Quiero hacer una puntualización con respecto a algunas reflexiones y alguna 
precisión vinculada a lo que está desarrollando el señor Ministro. Queda claro que hay una incidencia 
estratégica en lo que tiene que ver con el transporte nacional en las áreas rurales y demás. Tenemos 
que reconocer que en este país se sacó el ferrocarril; tenemos que reconocer que en este país se sacaron 
centros de estudio, las distancias aumentaron y se generó toda una transformación en el circuito de los 
estudiantes de las localidades del interior, que dislocó lo poco que podía haber quedado después de que 
se intentaron las propias líneas de transporte carretero de pasajeros en ómnibus. Es cierto que en ese 
caso no tuvimos respuesta y se generó una serie de situaciones que estratégicamente tenemos que 
considerar. Es concreto lo que dice el señor Ministro, pero me parece que en la visión estratégica 
debemos recuperar alguna herramienta de transporte multimodal y también, por ejemplo, pensar en 
volver a hacer funcionar algunos circuitos del transporte ferroviario, aunque no en la misma situación 
sino con un sistema moderno y desarrollado, buscando el apoyo de las Intendencias. De esta manera se 
podrían solucionar todas las situaciones incongruentes de funcionamiento que existen en el interior. 
Por eso creo que hay una vinculación estratégica del Ministerio aunque, por supuesto, acepto lo que 


dice el señor Ministro en cuanto a que, en lo particular, en lo concreto y en lo táctico, no hay una 
relación directa con esa Cartera. 


Según mi visión, el Ministerio tiene que pensar -todos debemos hacerlo- en impulsar de nuevo la 
multimodalidad, después de que se barrió el ferrocarril del escenario de funcionamiento del transporte. 
Concretamente, en Paysandú -capaz que sucede en todos los departamentos- se está estudiando la posibilidad 
de que entren a funcionar los trenes. Sabemos que es costoso, pero es el medio que llega a todos lados porque 
está dentro de una trama de caminos, carreteras y demás que existe desde hace muchos años -y va a existir 
por mucho tiempo más- aunque hoy está en una situación totalmente diferente. 


Comparto lo que dice el señor Diputado Brenta en cuanto a la responsabilidad y a lo que sucede en el área 
metropolitana. Sin embargo, en esto discrepo un poco con mi compañero de Paysandú en el sentido de que yo 
creo que aquí la responsabilidad fue clara y definida. Aquí se hace una extensión de lo que sucede en San 
José y en Canelones, que es una experiencia importantísima, pero creo que tendrá mucho que ver con lo que 
suceda en esas Intendencias, para que haya una reciprocidad en el apoyo a este tipo de cosas y para que se 
sigan desarrollando, al menos como estuvo planteado en la Intendencia Municipal de Montevideo. 


Realmente creo que en el interior no se ha logrado hacer lo que se ha hecho en Montevideo por una cuestión 
muy clara: la pobreza de medios. En Montevideo gira alrededor de un millón y medio de personas y eso en 
materia de transporte tiene mucho que ver. Si vamos a cualquier país de América con cierto grado de 
densidad poblacional vemos que todos los medios caminan porque, en realidad, aunque están en situaciones 
económicas muy embromadas, es tanta la cantidad de gente que los hace funcionar. La despoblación rural 
que existe en este país genera pobreza de medios económicos, inclusive para la propia Intendencia, por lo que 
tendrá que existir otra forma de lograr este objetivo. 


No quiero extenderme más en estos temas, por lo que me gustaría que el señor Ministro nos dijera 
puntualmente qué va a pasar con el boleto -se habla de que va a subir- en el sentido de si se va a poder 
desarrollar lo que nuestro Presidente dijo en su discurso, es decir, contemplar el boleto para estudiantes en 
Montevideo y su área metropolitana. 


SEÑOR TROBO.- En primer lugar, me parece que en presencia de un Ministro, lo bueno es lo que diga 
el Ministro y no lo que digamos nosotros. Yo tengo un juicio de valor sobre lo que se ha dicho aquí en 
cuanto al subsidio del boleto en Montevideo en la primera Administración del doctor Vázquez que 
controvierte absolutamente la opinión que puedan dar el señor Ministro, los señores Representantes, 
etcétera. 


En segundo término, debo dejar constancia de que el hecho de que exista un boleto de estudiante no nace con 
el gobierno departamental de Montevideo del Frente Amplio, en el año 1990. 


En tercer lugar, quiero decir que en la recuperación del transporte en Montevideo el aporte sustancial fue del 
Gobierno Nacional, facilitando una operación de recambio de flota que permitió que las empresas vieran 
oxigenada su operación; operación en la que, además, participó activamente la Intendencia de Montevideo, 
en una demostración cabal de lo que es un Gobierno Nacional y un Gobierno departamental. Entonces, no 
creo que sea el momento de empezar a decir aquí que tal cosa empezó en tal época y tal otra empezó después, 
y lo que no hicieron los demás, porque son realidades diferentes. Son muy distintas la calidad y la capacidad 
de gestión que tiene el Gobierno departamental de Montevideo respecto del transporte en Montevideo de las 
que tienen los gobiernos departamentales relativas al transporte departamental en el interior. Esto es 
simplemente por una cuestión de cantidad de usuarios, de amortización, etcétera. Lo que me interesa saber es 
cuándo el Ministerio va a tener pronta la extensión de los beneficios que se puedan dar al sector de los 
estudiantes en las zonas metropolitanas. 


Quisiera saber si el Ministerio ya habló con el CODICEN sobre la manera de articular una acción conjunta 
sobre la solución de ese problema. ¿Todavía no lo ha hecho? Esperemos que lo haga. Por lo menos desde mi 
visión, ese es el grado de avance que deseo tener después de la comparecencia de los señores Ministros; 
luego en la Comisión analizaremos las distintas visiones o perspectivas que pueda haber sobre la historia o 
los antecedentes de los temas. 


Lamentablemente, me voy a tener que retirar por unos minutos. No soy miembro de la Comisión y por lo 
tanto esto no afectará su funcionamiento. La Comisión de Hacienda está tratando un tema en el que también 
esta Comisión estuvo interesada en el período pasado: la prohibición de la importación de vehículos usados; 
tengo interés en escuchar al respecto y por eso me retiro ahora. 


En caso de no poder regresar, me va a interesar mucho la lectura de la versión taquigráfica sobre lo que el 
señor Ministro señale respecto de la situación del Consorcio de la Ruta N” 1. En particular he recibido la 
inquietud de gente vinculada al consorcio, básicamente del personal que trabaja allí, que está muy 
preocupado por su situación laboral futura. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- La inquietud del señor Diputado 
Domínguez tiene una respuesta muy concreta. 


Este ajuste tarifario afecta a todas las categorías de boletos, tal como funciona la tarifa hasta el momento. Por 
eso hicimos referencia a la necesidad del estudio de la propia estructura tarifaria como una condición para 
poner en marcha el funcionamiento de los mecanismos de bonificación. 


No obstante, en ese margen, que yo califiqué como no objetivo, que da el sistema tarifario, procuramos 
reducir o atenuar en todo lo posible -en algunos casos, totalmente- la incidencia que podía tener el aumento 
en los boletos de estudiantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ingresamos a tratar el segundo punto del orden del día: las medidas tomadas con 
respecto al Consorcio Ruta N* 1 S.A. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Es un tema bastante más sencillo, a 
pesar de que pudiera no parecerlo. Se extendieron públicamente los comentarios con respecto al 
tiempo que demoraba la concreción de la concesión de la Ruta N” 1, que originalmente constaba de 
cuatro tramos. Uno de ellos es el segundo puente sobre el Río Santa Lucía y los otros tres son tramos 
carreteros, en la cabecera de los puentes y los que se suceden hasta la localidad de Libertad. 


Es común que cuando uno se comunica con ciudadanos que habitan sobre la Ruta N* 1 ellos pregunten qué 
sucede con la concesión y, fundamentalmente, con el puente. Nosotros solicitamos información al respecto, 
inclusive antes de asumir en el Ministerio, y ella ya hacía mención a dificultades que, en algunos casos, se 
habían exhibido públicamente en cuanto a modificaciones producidas en la propia sociedad que asumió la 
responsabilidad de la concesión. 


Cuando llegamos al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, tal como lo habíamos anunciado 
públicamente, pedimos información sobre la concesión y vimos, hasta con cierta sorpresa, que existían 
coincidencias entre las valoraciones de los cuerpos jurídicos del Ministerio, el órgano de control de la 
concesión, que funciona en la Dirección Nacional de Vialidad y la opinión del asesor jurídico de los 
Ministros anteriores, el doctor Goldberg, en el sentido de que había más que fundamentos para promover la 
inmediata rescisión. Frente a eso, nos reunimos en reiteradas oportunidades por separado y conjuntamente 
con los distintos asesores. Pedimos todo el expediente, pudimos recomponer las distintas etapas y nos 
encontramos con que el puente, que debía haber estado terminado a fines de 2000, todavía no había sido 
concluido, y que las otras cuatro etapas habían sido entregadas pero con observaciones, en algunos casos 
valoradas como difícilmente superables. Me refiero, por ejemplo, al caso de algunos tramos de 
aproximadamente cincuenta kilómetros, en los que son visibles para cualquiera que circule por ellos, las 
ondulaciones y los problemas de juntas que, según las explicaciones técnicas, están vinculados a un 
inadecuado tratamiento del subsuelo. Cada uno de los tramos planteaba observaciones y merecía sanciones 
de parte del Ministerio de Transporte y Obras Públicas por esos incumplimientos e irregularidades. 


El hecho es que las propuestas de rescisión habían sido promovidas por distintos servicios en distintas 
oportunidades. Estaba tratando de ubicar algunas en este cúmulo de información que tengo; hay algunos 
informes de 2002 que se refieren a la conveniencia de la rescisión, y otros, emitidos por la asesoría jurídica 
del Ministerio y por el órgano de control y seguimiento -integrado por tres ingenieros dispuestos por el 
Ministerio para seguir el desarrollo de las obras-, que hace bastante tiempo habían promovido la rescisión del 
contrato. 


En distintas oportunidades, las autoridades del Ministerio habían abordado este tema en función de que los 
retrasos y los incumplimientos se iban acumulando, y habían llegado a dos soluciones parciales anteriores. 
Una fue adoptada el 13 de setiembre de 2000, fecha en que debía entregarse la concesión y terminarse el 
puente. Como esto no ocurrió, se estableció un conjunto de nuevas obras que el consorcio asumía por 

US$ 2:000.000 para, de alguna manera, compensar las multas a que se había hecho acreedor por los 
incumplimientos generados anteriormente. Asimismo, se establecía un nuevo plazo de terminación, que no se 
cumplió. 


Posteriormente, el 30 de octubre de 2001, culmina un nuevo proceso de negociación para procurar salvar los 
incumplimientos que nuevamente se habían acumulado -algunos que seguían arrastrándose desde la primera 
época-; se establecían nuevos plazos y se salvaban algunas multas que estaban pendientes de cumplimiento 
con nuevas obras a realizar, muchas de las cuales aún no se hicieron. Ustedes habrán visto que en el 
transcurso de este período las obras siguen sin terminar. 


En el otorgamiento de la licitación a este consorcio y no a otro había sido decisivo el tema de los plazos, 
porque se había comprometido a culminar las obras en dos años. Entonces, este aspecto, que fue 
fundamental, falló dos veces, se renegociaron nuevas fechas y condiciones y se volvió a fallar. 


Por lo tanto, para procurar ser justos: en el transcurso de las distintas valoraciones de este tema, que en los 
últimos años estuvo permanentemente presente en la consideración del Ministro, surgían algunos elementos 
técnicos que no fueron tomados en cuenta en anteriores oportunidades para no seguir el camino de la 
rescisión, o que pueden explicar por qué en oportunidades anteriores no se había recorrido ese camino. 
Tratamos de que nos explicaran qué elementos estaban en juego, para sacar una conclusión antes de tomar 
una decisión. Los técnicos habían estado vinculados a la instalación de la fundación. Parece que en una 
estructura de puente se da mucha importancia a la fundación, y para la continuación de la obra se corría el 
riesgo de que, si quienes habían hecho la fundación y se hacían responsables de ella no podían dar todas las 
garantías a quienes continuaran las obras, podría ser dificultosa su continuación. Por lo tanto, en la valoración 
de estos aspectos, el Ministerio había dicho que no rescindía y trataría de buscar una solución e intentar una 
salida. 


El puente tiene una técnica que se ha publicitado mucho. Se trata de un prefabricado realizado en España que 
se colocó por empuje a través de un mecanismo novedoso para el país. Entonces, como se estaba en pleno 
desarrollo de ese procedimiento y, de algún modo, la empresa concesionaria tenía un representante que se 
hacía responsable de la aplicación de esa tecnología, el Ministerio, en otro de esos momentos de empuje de la 
necesidad de rescisión, valoró si era conveniente o no interrumpir ese proceso que podía generar el riesgo de 
que no se pudiera culminar técnicamente esa etapa del puente. 


Tuvimos en cuenta esos argumentos para evaluar en qué momento estábamos cuando tomamos la decisión. 
Efectivamente, estas etapas se han superado y las obras que restan son un porcentaje menor en el conjunto. 
Estas obras restantes se limitan a tareas tradicionales como el llenado de hormigón, de carpeta, de 
iluminación o construcción de barandas. Por lo tanto, en la evaluación llegamos a la conclusión de que en 
estas circunstancias el Ministerio está en condiciones, de ser necesario, de asumir la responsabilidad de la 
culminación de las obras. 


Pero ahora, aparte de los incumplimientos en cada uno de los tramos que fueron licitados, la concesión se 
prolonga por diez años más, ya que la administración del peaje por parte de la empresa se prolonga durante 
este lapso. Entonces, esa concesión incluye una serie de obras que todavía no están cumplidas, que se están 
celebrando con atraso y que significan una ecuación de costos financieros absolutamente diferentes a la que 
hubiera surgido si en dos años se hubiera realizado la totalidad de la inversión que estaba prevista. Además, 
el mantenimiento de la obra también quedaría en manos de la misma empresa que hasta ahora no ha 
cumplido con los compromisos en ninguno de los tramos. Ante esto, nos preguntamos cuál va a ser la historia 
futura del mantenimiento de esta concesión y si le vamos a dejar a la empresa el beneficio de poder 
administrar y disponer del derecho de cobrar el peaje y si nos vamos a quedar con la agonía de ese 
cumplimiento prolongado indefinidamente en el tiempo. Entonces, llegamos a la conclusión, en función de 
todos estos elementos, de que esta era la oportunidad de decir: "hasta aquí llegamos". Y hasta aquí llegamos 
porque creemos que el Gobierno está en una posición favorable para hacer valer sus derechos y no resultar 
perjudicado adicionalmente en esta transición, más allá del perjuicio irreversible de no haber podido contar 
con la obra terminada en el tiempo calculado. 


Tomamos la decisión de rescindir, lo que implica una resolución del Ministro. Se comunicó oficialmente a la 
empresa esa decisión y se abrió un período -según establece la ley- de diez días para que esta pudiera 
presentar sus recursos o sus iniciativas. Estaba previsto un período de cinco días de prórroga, que la empresa 
solicitó. Dicha prórroga fue concedida, de manera que uniéndola a los días feriados y a la Semana de Turismo 
-que no se cuenta en este cronograma-, el 8 de abril estaría culminando el plazo. A partir de ahí el Poder 
Ejecutivo tiene la posibilidad de promover, a través de una resolución que debe ser del Presidente, la 
rescisión. La resolución no tiene por qué ser ese día, sino a partir de esa fecha. Ya cumplimos las instancias y 
podemos rescindir en cualquier momento. Frente a esa resolución, la idea que manejamos es la de hacernos 
cargo inmediatamente de las obras, promover -sobre la base que prevé el numeral 33 del TOCAF por razones 
de emergencia- la contratación, si es posible, de las empresas que están realizando las obras a los efectos de 
no afectar ni siquiera al personal, siempre y cuando estas empresas coticen adecuadamente a los precios de 
plaza y no quieran sacar provecho de la situación. De no alcanzarse un entendimiento en ese sentido, 
realizaríamos una contratación directa de otra empresa para terminar las obras, y estimamos que, a lo sumo, 
en un período de seis meses estaríamos habilitando el puente para la circulación. Paralelamente, tomaríamos 
el cobro de los peajes a través de la contratación de una empresa que se hiciera cargo, si es posible -creo que 
lo es- utilizando el mismo personal que está trabajando actualmente, para disponer de esos recursos y pagar 
las obligaciones que surjan de la culminación de las obras. 


La empresa pidió una entrevista y se presentó en el día de ayer. A su vez, hizo un comunicado de prensa. En 
dicha entrevista dijo que tenía la aspiración de terminar la obra y prometió llevar algunas propuestas 
alternativas. 


Nosotros reiteramos lo que es público: nuestra decisión de rescindir sigue caminando. Si ellos hacen llegar 
una propuesta la vamos a analizar con absoluta seriedad, pero no tiene que ser la repetición de esos acuerdos 
que ya se habían hecho en oportunidades anteriores y que luego no se cumplieron. La propuesta tiene que 
incluir el compromiso de cumplir con todas las obligaciones que tiene la empresa con el Estado. La empresa 
no solo ha incumplido las obligaciones establecidas en el contrato con el Ministerio, sino que también tiene 
problemas que motivaron algunas iniciativas por parte de la DGI, como el embargo de la recaudación. 
Asimismo, tiene créditos en algunos bancos estatales y deudas con acreedores particulares, elemento que 
incidió en nuestra decisión. Las acciones de particulares sobre la empresa podrían generar una situación de 
litigio, en la que el Ministerio quedara con el puente sin terminar, trabado y como un espectador. De este 
modo, comenzamos a asumir el protagonismo para controlar la situación. 


Voy a distribuir la copia de la propuesta a los distintos equipos asesores que son los que han venido 
trabajando desde hace años con el Ministerio y más allá de que yo participe en su evaluación, no estoy en 
condiciones de decir si tiene algún aspecto atendible o no. Me comprometo a analizarla con seriedad porque 
el objetivo no es lograr una pequeña victoria sino terminar la obra y hacer respetar los intereses del Estado. 


Lo demás dependerá del desarrollo de los acontecimientos. Si no hay una alternativa razonable y segura, 
vamos a seguir el camino de la rescisión. 


SEÑOR TROBO.- Voy a formular algunas preguntas. 


El flujo de la recaudación del peaje prevista en la instancia en la que se contrató esta empresa ¿ha sido el 
esperado? ¿mayor o menor? 


A juicio del señor Ministro ¿la crisis de 2002 tiene alguna incidencia en el comportamiento de la empresa 
concesionaria? 


El señor Ministro recién dijo que todavía cabía la posibilidad de que se presentara una propuesta razonable, 
que se pudiera negociar hacia el futuro, pero esto no me coincide con la primera afirmación del señor 
Ministro en cuanto a que bajo ningún concepto se quería dejar que esta empresa siguiera cobrando el peaje 
por diez años, porque esto generaba incertidumbre. Como la aclaración reciente se vincula a la última 
propuesta, que seguramente no se sabe si es buena o mala, no la descalifica desde ya. Concretamente, 
quisiera saber en qué plazo esta empresa está en condiciones de entregar esa obra y en qué plazo el 
Ministerio prevé concluirla, en caso de encararla por la vía de la contratación a terceros o de culminar las 
obras que se están haciendo. 


El señor Ministro decía que en caso de interrumpir la concesión el propósito era que el peaje siguiera 
operando por un tercero y que este podría ser la empresa constituida por el personal que actualmente trabaja 
en la parte de recaudación. Quisiera saber si el Ministerio considera esta posibilidad, al menos para garantizar 
la fuente laboral a más de treinta personas que tienen un ingreso razonable y que según tengo entendido, 
desde el punto de vista laboral y del cobro de sus salarios, ha sido tratada en forma normal por parte de la 
empresa concesionaria, como corresponde. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Creo que el señor Ministro fue muy claro; además, este tema lo venimos 
siguiendo desde el período anterior. 


Si bien es cierto que el tema que voy a plantear no tiene que ver directamente con el Ministerio, quisiera 
conocer la situación de la empresa ante la DGI, en la medida en que sabemos que esta ha sido muy rigurosa. 
Nos gustaría conocer los compromisos, porque también lesionan al Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el comunicado de prensa que emitió la empresa se determina que hay un 
grado de avance del orden del 96% de la obra comprometida y que la crisis que el país tuvo provocó el 
detenimiento de varias obras y multiplicó deudas y costos, no solo para esta empresa sino para todas. 
En este caso seguramente bajó en dólares alguno de los ingresos previstos. Frente a esa situación, me 
interesaría conocer cuáles son los riesgos para el Estado desde dos puntos de vista. 


Por un lado, quisiera conocer el riesgo por reclamaciones que pudieran existir de parte de la empresa por las 
inversiones realizadas. 


Por otro, tengo entendido que la empresa tiene deudas con el Banco de la República, con el Banco de 
Seguros del Estado, con la DGI y con empresas particulares. Tenemos información que indica que el Banco 
de la República es el que administra la recaudación de los peajes y estaría destinando de esa caja que está 
cedida en un 80%, un 13% al propio Banco de la República, un 5% al Banco de Seguros del Estado, un 33% 
a una de las empresas contratistas, el 5% a otra, el 6% a otra, el 6% a otra más y a la última el 3%, así como a 
un banco de plaza el 2% y un 7% por concepto de sueldos, quedando un 20% restante, con el que atendería a 
un banco extranjero y los gastos de explotación y seguros en el país. 


En definitiva, nos preocupa el riesgo en que pudiera incurrir el Estado por reclamaciones, y el riesgo que 
pueda existir por no resarcirse de algunos de los préstamos, y el riesgo que pudieran tener los subcontratistas, 
aunque el señor Ministro mencionó un mecanismo interesante para continuar con las mismas empresas, lo 
que las protegería a ellas y a sus trabajadores. De cualquier manera, manifestamos nuestra duda respecto de 
la contratación directa por los montos, que son bien importantes, y que escaparían a los límites legales. 
Tenemos que ver la situación de los trabajadores, ya que nos interesa su estabilidad y que sigan percibiendo 
su remuneración. 


Quisiera trasmitir una experiencia que tuve en el Programa de Desarrollo Municipal en la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, del cual fui coordinador en el período pasado. En la crisis tuvimos problemas de 
esta clase en varios de los municipios del país; hubo dificultades para el avance de las obras. En este tipo de 
obras de infraestructura, por lo menos en el caso municipal, siempre nos resultó más conveniente encontrar 
caminos para la continuidad de las obras, que detenerlas. En los casos en que se produjo detención de las 
obras tuvimos enormes dificultades para retomarlas y para que alguien se hiciera responsable de trabajar 
sobre fundaciones que no había construido, sobre etapas previas que no habían sido hechas por la misma 
empresa. La mejor experiencia fue en el caso en el que, a pesar de algunas demoras, los procesos pudieron 
ser culminados. Esa es nuestra experiencia; no tiene por qué ser la del señor Ministro. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- He recogido información de técnicos que han trabajado en esa obra; me han 
hecho denuncias realmente graves de la calidad del trabajo -lo que ya expresó el señor Ministro-, de la 
poca duración que van a tener muchos tramos de esa obra de alto costo para el país. Esos técnicos me 
decían que el Ministerio tenía que rescindir de inmediato el contrato, porque sería un error garrafal 
continuar realizando esas obras con esa empresa. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Primero responderé las preguntas, y 
luego haré algunos comentarios oportunos. 


El problema es que en el 2001, 2002 y 2003, cuando se desató la crisis financiera, con las consecuencias que 
tuvo en toda la economía del país -la reducción de las recaudaciones, la devaluación que también modificó el 
valor concreto de los peajes que se recaudaban en pesos-, el puente ya debía estar terminado. Precisamente, la 
crisis afecta la construcción de la obra, porque no se cumplió con los plazos. Por cierto, he leído el 
comunicado de prensa y puedo afirmar que la opinión de la empresa no fue defendida en la entrevista que 
mantuvimos con ella, porque nos pusimos a hablar de las cosas que realmente podían permitir una salida. Si 
acaso, algunos de esos argumentos que se anuncian, son argumentos para lo que puede ser un futuro litigio o 
demanda, pero la obra tenía que estar terminada a fines de 2000. Ya en aquel año se había hecho una primera 
renegociación y antes de la crisis había vencido el plazo de la primera refinanciación. Cuando se hace la 
segunda refinanciación, la crisis todavía no se había instalado en el país. Después, cuando vino la crisis, no 
hubo ni renegociación. 


Creo que debemos tener en cuenta este elemento para entender el proceso. Claro que los efectos conocidos en 
toda la economía del país también jugaron su rol allí, pero estos efectos llegaron cuando las cosas ya no 
venían bien. 


Nosotros tenemos la obligación como Gobierno de respetar los plazos legales, de recibir las ofertas y 
analizarlas con seriedad, sin establecer previamente si son buenas o malas hasta llegar a una conclusión y 
después dar a conocer una respuesta, en primer lugar, a quien hace la propuesta, y en segundo término a la 
población. Por lo tanto, hoy no estoy en condiciones de decir si la propuesta tiene aspectos que merezcan 
rechazarla o aceptarla. Lo que yo digo es que cuando tomamos la decisión de poner en marcha el proceso de 
rescisión, fue porque estábamos decididos a recorrer ese camino y porque también habíamos pensado en los 
pasos posteriores en caso de tener que confirmar la rescisión con una resolución del Presidente. 


También quiero decir que no hay contradicción en cuanto a la consideración respetuosa de la propuesta y del 
análisis en serio, procurando sacar de allí lo que mejor convenga al país y nuestra preocupación sobre el 
mantenimiento de una concesión en estas condiciones por diez años más, porque eventualmente también 
puede haber alternativas que concilien estos dos aspectos. 


(Interrupción del señor Representante Trobo) 


———Puede haber una culminación con litigio o una culminación con acuerdo. Parto de la base de que los 
fundamentos que el Ministerio maneja son de tal peso que es indudable que tiene derecho a la rescisión. 


SEÑOR TROBO.- El propósito que me anima a mí en esto es que la obra esté terminada lo más rápido 
posible. Si el Ministerio la pudiera terminar ayer, ojalá la terminara, porque es una vergiienza que 
Uruguay tenga que admitir que las obras demoran el cuádruple que en otros lugares del mundo. Una 
persona que ha venido a Uruguay durante las últimas cinco o seis temporadas por la Ruta N* 1 y ha 
tenido que pasar por al lado de ese monstruo que no está terminado, dirá que vamos para atrás. 


Mi propósito en esto es que si estos señores se reconvierten y mañana entregan la obra, serán divinos, y si no, 
que la haga el Ministerio. Lo que naturalmente debemos tener desde el Parlamento, desde la visión de los 
consumidores y de los usuarios, es esa duda que obviamente siempre supone: "¿Estos no terminaron? ¿En 
cuánto tiempo se garantiza que se va a terminar?". Cuando se encara este proceso definitivamente es para 
resolverlo en estos plazos, para terminar con el problema y para seguir con los procedimientos que se tendrán 
que seguir; si hay litigio o no, es una cuestión que está prevista en la lógica de los hechos. Reitero que el 
propósito que a mí me anima es que esto se termine lo antes posible. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- El señor Diputado Trobo interpretó 
cuál es la voluntad con que estamos trabajando en esto. Coincidimos con su valoración. 


En cuanto a los plazos, debo decir que una vez definida esta situación, en seis meses tendrá que estar 
habilitado el puente. Quiere decir que quedan pocos días para tomar la decisión y a partir de allí el reloj 
empezará a correr. Esperamos que en seis meses el puente se pueda utilizar y se pueda circular por ese tramo. 
Algunas de las irregularidades que existen no van a poder superarse a no ser que dispongamos de todo el 
dinero para levantar la obra y hacerla de vuelta. 


Con respecto a la cuarta puntualización del señor Diputado Trobo, debo decir que en ningún momento 
dijimos que íbamos a conceder el peaje a un tercero. El peaje lo va a asumir el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas y va a contratar a una de las empresas especializadas -hasta por razones de seguridad- 
procurando que funcione con la condición de utilizar los mismos empleados que cobran el peaje. En el 
eventual caso de la rescisión -todavía no se llegó a esa instancia- vamos a procurar la contratación de una 
empresa que asuma este personal, que asegure el cobro del peaje y que recaude y deposite en una cuenta, que 
será manejada y utilizada para financiar la culminación de la obra. Superada esta situación veremos cómo 
resolvemos el mantenimiento, el peaje y demás. 


SEÑOR TROBO.- Veríamos con mucha satisfacción -seguramente lo comparten los señores 
Legisladores- que si el Ministerio tiene que llamar a licitación o a concurso para conceder la parte de 
administración del cobro de los peajes, en la medida en que las normas jurídicas vigentes contemplan 
algunas facilidades que permiten a la Administración otorgar determinado premio a determinado tipo 
de oferentes, en caso de que hubiera una cooperativa o una empresa conformada por el personal que 
actualmente trabaja en esta empresa, tuviera a consideración su inclusión como un elemento de 
protección, puesto que ya ha dicho que hay un beneficio para quien pueda contratar a ese personal o a 
la mayor cantidad de personas posible. Esto puede tener una pequeña dimensión económica, pero una 
gran dimensión humana, como lo es el trabajo de veinticuatro familias que seguramente están 
especializadas en el tema porque ya hace unos años que están trabajando. En ese sentido, entendemos 
que cualquier señal sensibilizadora y de ayuda puede ser muy importante. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Hemos tomado contacto con estos 
trabajadores para comunicarles que los tenemos en cuenta y que son una parte de la situación a 
resolver. Reitero que el encargo a una empresa especializada de los mecanismos de recaudación, en el 
caso eventual de que sea necesario, no es una solución permanente sino que responde a una 
circunstancia y posteriormente habrá que definir el destino del mantenimiento de toda la 
infraestructura. Esto es algo que no está definido ni sería prudente realizarlo hoy, cuando no 
conocemos a todos los componentes de la ecuación. De todas maneras, coincidimos con la sensibilidad 
del señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A esta sensibilidad que todos compartimos me gustaría agregar que estos 
funcionarios pudieran mantener las condiciones generales de su trabajo actual. Ese sería el otro punto 
a atender, es decir, la contratación o la posibilidad de participar de algún modo en condiciones 
similares a las que han venido sosteniendo a lo largo de este tiempo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Recogemos esa preocupación. Como 
ustedes saben, la mayoría de las personas que integran este elenco son recaudadores que seguramente 
se necesitarán para el proceso de recaudación e, inclusive, habida cuenta de que se prevé para el futuro 
la reapertura de más puestos. Pero hay algunos funcionarios que no son precisamente personal de 
recaudación y, por lo tanto, cumplen funciones muy particulares, por lo menos dos de ellos, para los 
que no sé si habrá tareas similares. 


Hay un problema grande y una serie de consecuencias que tenemos que ver cómo manejamos. También es 
una consecuencia el tema de los acreedores. Es evidente que esta empresa tiene múltiples acreedores y los 
que hoy están trabajando con ella podrán ser acreedores o no. Hay otros acreedores que no están trabajando 
con la empresa y cuando hoy mencioné que podía haber situaciones que dejaran desairado al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas por generar un litigio del cual este quedará como observador, me refería a que 
hay otros acreedores. Obviamente que en este caso no tenemos ninguna posibilidad de resolver problemas 
entre particulares que hasta desconocemos, pero presumimos que existen, por todos los antecedentes. Nuestra 
voluntad no es generar perjuicios, pero tampoco podemos hacernos cargo de lo que no está en nuestra 
competencia. 


La DGI es uno de los acreedores y es uno de los fuertes, según lo que tengo entendido, más allá de que para 
profundizar este tema la Comisión tendría que ponerse en contacto con ese organismo. ¿Por qué? Porque la 
DGI maneja un conjunto de información que no poseo, porque está dentro del secreto tributario y porque no 
me corresponde evaluar su significación. Lo que sí sé es que la DGI ya había iniciado algunas acciones de 


embargo y que, inclusive, estaba a punto de concretarse una gestión judicial pidiendo la retención del cien 
por ciento de la recaudación. Ese es otro elemento que nos llevó a no quedar fuera de la carrera. 


Las retenciones existen y en algunos casos son consecuencia de compromisos incumplidos, de 
desfinanciamiento o de créditos del sistema financiero. Pero esas retenciones de las recaudaciones del peaje 
fueron realizadas por la empresa en el relacionamiento con particulares o con instituciones bancarias sin la 
participación del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Por lo tanto, en caso de ser rescindido el 
contrato, quien asume la responsabilidad del cobro del peaje es el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
sin estar obligado por esas retenciones. El Banco de la República es uno de esos acreedores que en este 
momento están garantizando su crédito con una parte de la retención. El mecanismo que procuramos utilizar 
para la culminación de las obras en caso de una eventual rescisión no es el de la contratación directa lisa y 
llana, sino la puesta en funcionamiento del artículo 33 del TOCAF que, justamente en una situación de este 
tipo y para cumplir con el objetivo que los mismos Diputados razonablemente reclaman -es decir, la 
culminación de esa obra que se necesita por razones de interés general- autoriza ir a la contratación de 
urgencia. 


Ya expresamos nuestra voluntad de continuar con las empresas que están trabajando en las condiciones 
actuales, siempre que se mantengan esas condiciones. Porque, aprovechando la coyuntura, no queremos 
quedar embretados en tener que pagar por encima de lo que resulta razonable. Por eso, si en este aspecto 
encontráramos dificultades, nos reservamos la posibilidad de ir a la contratación, que el propio TOCAF 
autoriza, de una empresa que esté en condiciones de asumir la responsabilidad de la culminación de la obra 
en el plazo que sea necesario. 


Por último, este es un típico caso de ver si los inversores son de verdad y vienen a invertir para ayudar al país 
a realizar una obra o un emprendimiento en el más breve plazo, que ayude a dinamizar su economía. En este 
caso, lógicamente, el Estado debe comprometerse a cumplir su parte del contrato y asegurar que ellos 
retengan la ganancia, es decir, una renta razonable, porque invierten para ganar y nosotros queremos que 
ganen y que les vaya bien. Es la diferencia que hay con otras modalidades de concesión. La prensa argentina 
ha publicado muchas historias en las que aparecía frecuentemente mencionada la concesión de la Ruta N* 1, 
haciendo referencia a distintas actividades financieras, negocios y demás. No es mi responsabilidad meterme 
en eso, pero la inversión que estaba comprometida para finalizar en dos años y que estaba destinada a 
beneficiar el funcionamiento, se postergó indefinidamente. Con esto se cambiaba la ecuación económica, le 
salía más caro al país y más barato al inversor. En los hechos, la ecuación se parecía cada vez más a que se 
pagaba con lo que se recaudaba, y para esto no necesitamos presuntos inversores, porque así cualquier buen 
administrador de casas puede realizar una obra. A nuestro entender, el drama que tiene el país es que en el 
afán de ponerse en marcha -para lo cual, sin duda, se necesitan inversiones- se confunde inversiones con 
especulaciones o intermediaciones, o, inclusive, con buenos negocios para el inversor pero no para el país. 


En cierto modo, para poder dar garantías, en primer lugar a los uruguayos, en el sentido de que es bueno que 
se hagan inversiones y que se den concesiones sin necesidad de estar discutiendo todo porque está bajo 
sospecha, la condición es que cuando hay un contrato cada uno cumpla con su parte. En ese sentido estamos 
actuando. 


SEÑOR TROBO.- Soy ferviente partidario de la gestión por terceros de los servicios públicos y de las 
actividades que el Estado tiene bajo su responsabilidad. Creo que la cuestión está centrada en el último 
punto que señalaba el señor Ministro, es decir, la forma cómo se preparan, se evalúan y se concretan 
las concesiones. Allí está la diferencia en cuanto al cumplimiento del contrato, porque es mucho más 
fácilmente identificable el incumplimiento a nivel privado que a nivel estatal. Lamentablemente, el 
incumplimiento del Estado es un déficit irreparable para los consumidores, para los usuarios y para los 
ciudadanos. 


Eso está tan a la vista que, sin que esto sea un juicio de valor acerca de cómo han funcionado algunas 
concesiones, hoy en materia vial el Uruguay tiene una realidad para determinadas carreteras y otra realidad 
para otras. Por razones personales soy usuario habitual de la Ruta Nacional N* 7 y su estado es una 
vergilenza. A menudo escucho el lamento de los vecinos que viven, trabajan y sufren a lo largo de esa vía de 
tránsito porque sienten que han quedado desamparados. Dicen: "No nos tocó la megaconcesión", haciendo 
referencia a esta empresa que, en su momento, fue muy discutida, generó muchos problemas y gran impacto 
en algunos lugares. Hay gente que se pregunta por qué no les tocó a ellos, porque les permitiría tener una ruta 


en buenas condiciones, mejor mantenida e, inclusive, con una mayor posibilidad de desarrollo para las 
localidades de la zona. Aprovecho para decir al señor Ministro que le preste especial atención, especialmente 
desde Fray Marcos en adelante, donde se constituye en un verdadero calvario para las localidades de Casupá, 
Reboledo, Cerro Colorado, Illescas, José Batlle y Ordóñez, Nico Pérez, etcétera. La gente siente que está en 
otro mundo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- El 25 de abril vamos a viajar a 
Zapicán, y como vamos por la Ruta N* 7, vamos a poder comprobar esta situación. 


Por otra parte, a la llamada megaconcesión le vamos a introducir modificaciones, porque, en realidad, no 
captó un solo peso de inversión extrapresupuestal. Solo construyó rutas con lo que recaudó de los peajes y 
con lo que salió del Presupuesto Nacional. Lo que ocurrió fue que no había para repartir en forma pareja; si 
había megaconcesión para un lado, no había para otro. 


SEÑOR TROBO.- Le agrego una cuestión que surgió durante una charla con el ex Intendente de 
Lavalleja, escribano Vergara. La Intendencia de ese departamento hizo un magnífico esfuerzo para 
pavimentar un tramo de la Ruta N” 14, una ruta interior entre Batlle y Ordóñez y Zapicán. Ya está en 
malas condiciones, y va a seguir cayendo irremediablemente, porque esta ruta, como otras que no 
tienen peaje, son utilizadas por el transporte de carga, lo que les genera un desgaste mucho mayor. 
Obviamente, esto tiene una consecuencia directa sobre la calidad de vida de los vecinos. Entonces, al 
pedido de campaña le agrego un dato más: que cuando vaya a Zapicán, lo haga por la Ruta N* 7 y 
vuelva por la N” 14. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que la experiencia que tuvimos con las obras en el Programa de 
Desarrollo Municipal también existe en el Ministerio. Ahora estaban hablando de la megaconcesión, y 
en la Ruta N* 5 hay algún antecedente similar; en Montevideo ocurrió lo mismo con el Hotel Casino 
Carrasco y con el Teatro Solís. A veces hay que manejar alguna extensión de los plazos más allá de lo 
razonable para evitar el corte de la obra. Más allá de lo convenido con el titular de la realización de la 
obra, creo que lo importante es no cortar la ejecución, de modo de llegar al final que todos deseamos, 
que es su puesta en funcionamiento. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Coincido plenamente con la 
preocupación del señor Presidente. Si hay algo que nos preocupa es eso, y no queremos fallar. Me 
refiero a la necesidad de devolver la confianza en que es posible promover la inversión privada, y no 
convertirlo en un desastre; es un desafío que tenemos. Estuve tentado de pedir que no me asustaran 
más, porque este es un elemento que tenemos mucho en cuenta. En Uruguay hay obras eternas que 
parecen esqueletos y no se terminan nunca. Esta es una imagen horrible para quienes nos ven, pero 
mucho peor para nuestra autoestima, porque tenemos que declararnos incapaces de hacer las cosas 
como se deben. Siento una enorme responsabilidad en ese tema. 


El tema en el que quería pedir ayuda, los señores Diputados lo conocen. Tenemos un sistema profesional de 
carga que ha logrado avances y mejoras en múltiples aspectos, pero no existió la oportunidad, la posibilidad, 
la voluntad ni la certeza en las iniciativas. No supimos generar las condiciones para estrechar a la mínima 
expresión lo que era la exclusión de determinados sectores de camioneros y demás. El propio Presupuesto, 
junto con esta forma de organización del sistema, incorporó algunos mecanismos dirigidos a lo que se 
denominaba el punto cero o algo por el estilo, que no eran formas de exoneración o de franquicia sino un 
punto de partida para un nuevo relacionamiento. Sin embargo, múltiples intereses y en algunos casos las 
dificultades que trajo la crisis financiera al sector, hicieron que algunos que estaban en el transporte 
profesional perdieran rueda. Ocurre que los problemas son para todos, y quienes tienen menos recursos a 
veces también tienen menos márgenes para seguir al pelotón, aunque también hay otros factores. Algunos, 
como toda la vida, habían sido orejanos, pensaron que se podía seguir siéndolo al margen de toda 
regularidad, y porque, además, hay intereses permanentes en juego. 


El señor Diputado Trobo hacía mención a un proyecto de importación de camiones usados que de alguna 
manera es pariente de las presiones que existen para procurar influir en los precios de referencia en materia 
de transporte de carga. La informalidad en todos sus aspectos y modalidades es un factor que va en contra de 
la regulación. Si hay más informalidad, hay menos regulación. Entonces, no tenemos que afiliarnos a líneas 


sino procurar una solución que sirva al país. Me parece que esa solución para hoy pasa por hacer un nuevo 
intento, que seguramente no tendrá un cien por ciento de éxito pero dará la oportunidad de no retroceder en el 
camino que se ha logrado en cuanto a la formalización. A su vez, dará una chance a aquellos que, 
comprendiendo que tienen que ingresar al sistema formal, tienen dificultades por distintas situaciones o 
historias. 


Hemos conversado al respecto con la Intergremial de Carga y, por cierto, hemos recibido planteos de 
distintos lugares del país de los sectores no formales que agrupa. Además, la época empuja en ese sentido 
porque estamos en la zafra. Entonces, para no entrar en un nuevo conflicto sin salida, porque en realidad hay 
situaciones que se plantean de tal forma que se transforman en incompatibles, podríamos establecer -me da la 
impresión de que existen condiciones para ello- un papel que esta Comisión puede asumir como negociadora 
y moderadora, a fin de acercar las partes. Esta función tendría dos objetivos. El primero es encontrar alguna 
referencia para atender los problemas del hoy y las situaciones planteadas. Una cosa es que haya un 
incumplimiento absoluto de la norma o una exigencia de cumplimiento absoluto, y otra que en algunos casos 
y con algunas particularidades se logren soluciones más regionales o sectoriales y absolutamente de 
coyuntura, por este período. El segundo es estudiar más a fondo qué necesitaríamos para que el camino de la 
formalidad sea tomado por la mayor cantidad de voluntades y esto se pueda concretar. Quiere decir que 
debemos ver cómo podemos integrar al sistema de transporte profesional de carga la mayor cantidad de 
camioneros. Como supongo que esto implica alguna iniciativa presupuestal, les pido a priori que piensen en 
ella. No quiero que ocurra lo que pasa habitualmente, que viene el Ministerio con una iniciativa para ser 
discutida, sino que les pido ayuda para ver qué podemos impulsar a fin de negociar con los demás Poderes 
del Estado e incluirlo en el Presupuesto. Esta es la ayuda que les quiero pedir. Ustedes evaluarán si es 
posible. 


SEÑOR ARREGUL.- Vine a esta reunión por un tema relacionado al transporte, que estuvimos 
conversando con el señor Ministro hace algunos días de manera informal. Esto me permitió ilustrarme 
de una cantidad de elementos muy importantes. 


Hay una situación que presenta dificultades muy grandes. Es la de los camioneros que tienen un volumen de 
ingresos económicos muy pequeño, y que para poder estar habilitados por el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas deben cumplir tres requisitos: los controles técnicos, la documentación y los aportes. El tema 
de los controles técnicos es de rigor, pues se trata de los elementos mínimos de seguridad, y lo compartimos 
plenamente. El tema de la documentación es algo elemental que se debe tener en cuenta. También 
compartimos el tema de los aportes, que tienen que estar formalizados como en toda actividad. Hay que 
trabajar en esa línea, como planteaba el señor Ministro en su exposición general. Sin embargo, se da la 
siguiente situación. El Ministerio de Transporte y Obras Públicas, para poder habilitarlos en cuanto a los 
aportes, no les permite ser pequeños contribuyentes sino que tienen que pasar a una franja de aportación 
mayor, que realmente no coincide con sus ingresos. 


Entonces, el planteo que queremos hacer, para que se converse y el Ministerio lo considere -me parece que 
esto camina por una decisión de la Administración, salvo que haya que modificar alguna norma legal-, 
consiste en posibilitar que los que realmente tienen bajos ingresos, como los camioneros, sean aceptados 
como pequeños contribuyentes. Luego la DGI hará los controles correspondientes, porque en todo caso, no 
falta quien pueda declararse pequeño contribuyente y tenga un nivel de aportación mayor. Estamos 
trasladando nuestra preocupación y nuestra disposición para resolver esta situación, porque de lo contrario, 
en lugar de hacer que la gente se formalice, esta termina trabajando en forma clandestina. Pedimos que se 
trabaje y que se estudie el problema. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Es muy importante que el señor Ministro haya volcado el tema acá. Los 
legisladores que estamos en las áreas donde hay un trasiego permanente de camiones relacionados con 
el sector productivo, primario y agrícola, nos sentimos presionados, ya que se ha postergado la solución 
a este problema desde la Legislatura anterior. Nos fue imposible resolver el drama planteado con los 
pasos que se dieron desde el órgano de control, que no podemos desconocer. Vimos como quedaba 
desenchufado en el camino un tipo de camiones, que de acuerdo con sus ganancias no podían 
integrarse, más aun teniendo en cuenta el endeudamiento del sector. Algunos pudieron superarlo y se 
instalaron, pero también hubo gente que no pudo superar la crisis de 2002. Desde el Gobierno y del 
Poder Legislativo no pudimos encontrarles una solución, a pesar de que en el período anterior nos 


visitaron permanentemente. Me estoy refiriendo a los camioneros con vehículos de menor tonelaje, que 
en general están vinculados a los caminos de segundo y tercer grado. 


Hay que poner el tema sobre la mesa. Creo que estamos en condiciones de tomar el reto que plantea el señor 
Ministro, porque además no tenemos otra alternativa. 


Por otra parte, el tema del famoso punto cero para los transportistas profesionales de carga nunca se 
formalizó, aunque estuvo sobre la mesa. En Paysandú tenemos cuatro empresas que están desesperadas, 
porque a pesar de que han cumplido con toda la normativa tienen una deuda con la DGI y esta los ha trillado 
sin cesar, por usar un término exagerado. Hay gente que no pudo pagar porque se le desconoce el punto cero 
acordado con el ex Ministro Cáceres en el período anterior, pero que no fue establecido formalmente. 


Tenemos que solicitar a la DGI que busque una solución para estas cuatro empresas del país. Una de ellas 
hace cuatro meses que no puede trabajar porque ya no le dan boleta y hay familias que están al borde de 
cualquier cosa. Por supuesto que en el país tendremos muchos dramas de este tipo, pero es conmovedor que 
un trabajador llore por teléfono y pida por favor una solución a la DGI porque ni siquiera puede llevar el pan 
a la casa. 


Debemos ponernos a trabajar en este tema urgentemente, aunque ya hemos avanzado en algunas cosas. El ex 
Subsecretario del Ministerio presentó alguna solución, pero lamentablemente nunca pudo coincidir con el 
Ministro de la época. Me estoy refiriendo al doctor Aguerre, quien en algún momento presentó una solución 
heterodoxa para los camioneros de Bella Unión. Se los dejó trabajar igual, aun no contando con la 
disposición que exigía el Ministerio con relación al "sticker". Tenemos que encontrar una salida para la 
experiencia tan interesante del órgano de control, aunque muy criticada por un sector. Hay que reconocer que 
permitió el ingreso de gente a la formalidad, aunque algunos quedaron descolgados a pesar de que tenían 
posibilidades. También sabemos que hay gente que quedó descolgada por una historia que no vamos a relatar, 
que tiene que ver con destinar todo al transporte carretero. Hay mucha gente que podría reingresar al sistema 
y esa es nuestra tarea. 


Considero de recibo lo planteado por el señor Ministro porque se trata de un tema por el que a la gente del 
interior se le va la vida. 


SEÑOR TROBO.- Es razonable que el señor Ministro pida ayuda a la Comisión, pero no sé si esta 
puede asumir tal compromiso, en el sentido de ir elaborando cosas. Me consta que el sector del 
transporte -lo conozco porque me introduje profundamente en el tema a raíz del tratamiento del 
proyecto de ley que mencionaba hace unos minutos- ha hecho un gran esfuerzo para organizarse, 
ordenarse y sistematizar la formalidad. Lo han hecho las gremiales de empresarios que han salido a 
catequizar, y a buscar la posibilidad de contar con un sector formal en el que el mercado sea 
transparente y cristalino, como corresponde. La única forma de lograrlo es teniendo formalidad en la 
oferta de transporte y que los precios puedan adecuarse a esta realidad. Sabemos que hay presiones de 
parte de los informales, muchos de los cuales han llegado a esta situación porque no han tenido más 
remedio, pero otros están habituados a vivir de esa manera. Lo peor en este tipo de cuestiones es 
encontrar una solución que siga dando handicap a los que no quieren ser formales, porque da mucho 
más dinero ser informal que formal. Hay informales como consecuencia de la crisis y producto de la 
visión empresarial del informal, que cree que es mejor ser informal que formal, porque siempre hay 
una posibilidad más o la extensión de un plazo con el argumento de que existe una realidad social o 
económica particular. Me parece que en estas cuestiones lo mejor es establecer un plazo, noventa días o 
seis meses, pero cuando se termina no se puede extender, porque al que le pedimos que haga el esfuerzo 
de formalizarse, de establecerse -pagar impuestos, la planilla, tener a sus funcionarios en el BPS, 
cumplir con el seguro, negociar un flete con un empresario que tiene posibilidades de negociar con un 
informal y que tira abajo el precio-, tenemos que darle respaldo y seguridades. 


Sabemos que en el sector que compra fletes hay empresarios muy importantes a los que les interesa la 
informalidad, que haya gente orejana, que cobre en gasoil y no en dinero aunque, por cierto, con la 
transformación del IMESI en IVA se avanzó bastante en la búsqueda de soluciones a ese problema. Sabemos 
que cuando viene la zafra, en general los compradores de Uruguay son grandes empresas que tienen mucha 
inteligencia para negociar los fletes. Muchas veces lo que logran mediante algún tipo de señal es desordenar 
el mercado y generar incertidumbre en cuanto a los precios, etcétera. 


Por supuesto que nosotros debemos ofrecer nuestra mejor disponibilidad y cooperación en el tema para que 
se pueda resolver, pero creo que el Ministerio tiene un gran liderazgo desde el punto de vista jurídico en 
cuanto a su competencia. Considero que por la experiencia del señor Ministro y los antecedentes que lo 
vinculan al sector de transporte, también tiene un liderazgo personal que le va a permitir poner encima de la 
mesa alternativas que nosotros podamos tomar como válidas. 


Creo que en este tema necesariamente hay que dar un paso terminal. No podemos seguir con eso de que 
"vamos a ver", "el mes que viene", porque si no, vamos a seguir dando señales a los formales de que más 
vale la pena ser informal que comprometerse con un banco, pagar un crédito, estar en la Impositiva y estar en 
la planilla de trabajo. Para ello, sin perjuicio de determinar después los compromisos que mi sector y mi 
Partido asuman respecto del rol que van a cumplir en esto, invitamos a que se trabaje profunda y rápidamente 
en el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Coincido absolutamente con la necesidad de formalizar en el sector; coincido 
con los esfuerzos que en el país se han hecho en esta materia y que buen resultado seguramente han 
alcanzado. De cualquier modo, comparto la inquietud del señor Ministro en la medida en que existen 
situaciones no contempladas, especialmente en los transportistas de carga de los departamentos del 
interior de la República y en aquellas zonas más alejadas de la capital. Inclusive, los niveles de 
formalidad alcanzados y las formas dadas a esta formalidad, han recogido más los planteamientos de 
las gremiales de transporte capitalino que las del interior de la República. 


Tenemos que atender todo el mapa de realidades, porque además debe ser intención nuestra facilitar la 
formalización y bajar los niveles de informalidad y la tolerancia sobre ellos, pero teniendo la sensibilidad 
necesaria a las situaciones que se producen. 


La Comisión discutirá esto oportunamente. Desde ya manifiesto mi posición personal de servir como un 
espacio de diálogo, obviamente sin asumir responsabilidades que no son nuestras, de facilitadores del 
diálogo, usando las escasas capacidades que tengamos algunos y las muchas que tengan otros compañeros 
para hacer aportes que redunden en el beneficio del trabajo nacional; por lo tanto, cuente con nosotros. 


Agradecemos la presencia del señor Ministro. Le deseamos que todo resulte de la mejor manera en cuanto a 
las inquietudes que le dejamos planteadas relativas al transporte de los estudiantes. Asimismo, le pedimos 
trabajo y sensibilidad -que sé que la va a tener- en el tema de los estudiantes de las zonas rurales. Le 
deseamos la mejor de las suertes y cuente con nosotros para resolver de la mejor manera posible el tema 
vinculado con el contrato de Consorcio Ruta 1 S.A.. Respecto a este último asunto, recogemos la inquietud 
para su discusión en la interna de la Comisión. 


Estableceremos un buen diálogo que redunde en el mejor destino para todos. 
SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Muchas gracias, y a las órdenes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Tí maana dal mia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


